Embajador Claudio Troncoso. Ministerio de Relaciones Exteriores. Chile (Texto de la presentación: DIH/doc.13/03).

Las normas del derecho humanitario internacional reconocen larga data, pero cobran especial significado luego del término de la segunda guerra mundial.

Cambio del escenario internacional. Conmoción mundial por los crímenes en masa cometidos en dicha conflagración mundial. Creación de las Naciones Unidas. Protección de la persona humana. Juicios de Nuremberg y Tokio y adopción de Convenciones contra el Genocidio y Convenios de Ginebra.

Chile firmó y ratificó los principales Convenios en relativamente poco tiempo. La Convención contra el Genocidio de 1948 el 3 de Junio de 1953 y los 4 Convenios de Ginebra de 1949 el 12 de Octubre de 1950. Los Protocolos I y II fueron ratificados por Chile, por su parte el 24 de Abril de 1991 (D. Of. 28.12.91)

Ya en esa época se pensaba que esta clase de crímenes podría ser juzgada en el Estado en donde ocurrieran los hechos o por una Corte Penal Internacional. El parlamento chileno aprobó estas disposiciones ya al inicio de los años 50 y nadie advirtió algún problema de constitucionalidad.

En los Convenios de Ginebra de 1949 el estado de Chile se obligó internacionalmente a perseguir y castigar los actos constitutivos de infracciones a los usos o costumbres de la guerra, tanto en conflictos armados internacionales como en los que no tiene carácter internacional. Esta obligación se desarrolló aún más con la adopción de los Protocolos adicionales I y II de 1977 que Chile ratificó el 24 de Abril de 1991

Bien sabemos que el mundo ha debido esperar más de cincuenta años para ver realizado ese viejo anhelo de una jurisdicción penal internacional, para conocer de los más graves crímenes internacionales. Ello recién se ha hecho realidad con la constitución de la Corte Penal Internacional.

Ahora bien, tanto la Convención contra el Genocidio como los Convenios de Ginebra contienen normas que requieren ser desarrolladas desde el punto de vista normativo por parte de los Estados.

Sin duda que una de las principales normas dicen relación con los llamados mandatos de incriminación, por el cual los Estados se obligan a incriminar en su ley penal interna determinada clase de crímenes, asignándole una pena adecuada a su gravedad.

Tal es el caso del crimen de Genocidio y de las infracciones graves que contemplan los Convenios de Ginebra.

Chile como ya señaláramos es parte de estos tratados desde sus comienzos. Sin embargo, permanece aún pendiente el cumplimiento de estos mandatos que requieren la modificación de la legislación doméstica. 

Se pueden aventurar razones para este retraso. Sin duda el carácter excepcional de las normas del DIH, puesto que están destinadas a aplicarse en caso de conflictos armados, podría ser una de ellas, en torno a la urgencia para bordar este tema. 

En este sentido creo que es interesante recatar el concepto que el Profesor Cancado Trindade, Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, da respecto de las obligaciones del Estado en el capo del DIH.: la obligación de respetar y hacer respetar estas normas. Bajo este concepto la responsabilidad del Estado no es meramente individual en torno a cumplir con estas reglas, sino que conlleva una responsabilidad colectiva con otros Estados en orden a hacerlas cumplir.

Señala el citado jurista que “ el binomio “respetar/hacer respetar” significa que las obligaciones de los Estados Partes abarcan incondicionalmente el deber de asegurar el cumplimiento de las disposiciones de aquellos tratados por todos sus órganos y agentes, así como por todas las personas sujetas a su jurisdicción, y el deber de asegurar que sus disposiciones sean respetadas por todos, en particular por los demás Estados Partes.

Ello también se conecta hoy con la discusión acerca de la responsabilidad de protección derivada de la antigua intervención humanitaria.

Esta falta de urgencia en torno a legislar en esta materia ha cambiado en los últimos años derivada de la propia experiencia de nuestros países marcada por la violación masiva y sistemática de los derechos humanos llevada a cabo por los regímenes de fuerza de hace algunas décadas y la emergencia de una nueva realidad mundial post guerra fría.

Es así que con la mayor intervención del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en distintos conflictos regionales desde inicios de los años 90, la mayor cantidad de Misiones de Paz que se han dispuesto y la constitución de Tribunales Penales Internacionales, como los de la ex Yugoslavia y Ruanda, se ha acentuado la necesidad de cumplir de manera cada vez más efectiva las normas del derecho humanitario internacional. Un punto culminante en esta materia lo constituye la adopción en Roma del Estatuto la Corte Penal Internacional.

Con la adopción de este tratado y su reciente entrada en vigor la incriminación de las infracciones graves a los Convenios de Ginebra, como los demás crímenes de competencia de la Corte pasa a ser un elemento necesario para afirmar la jurisdicción de los tribunales nacionales sobre estos crímenes en virtud del principio de la complementariedad.

En el caso de Chile el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, constituida en 1990 para investigar las más graves violaciones a los derechos humanos ocurridas entre 1973 y 1990, ya incluyó dentro de sus recomendaciones la necesidad de dictar normas complementarias para la debida implementación de los tratados, haciendo mención, a título ejemplar, que la Convención contra el Genocidio impone a los Estados el deber de tipificar y sancionar en las respectivas legislaciones penales, el delito de genocidio, lo que hasta ahora no se ha hecho en Chile, afirmaba el informe. Lo propio vale, decimos nosotros para las infracciones graves de los Convenios de Ginebra. A su vez el citado informe enfatizaba la necesidad de estudiar la forma de incorporar a los programas de estudio de las escuelas matrices, y en general, a los centros de formación y perfeccionamiento de los institutos armados, en la medida que esto no haya ocurrido, asignaturas o contenidos relativo a los derechos humanos y al DIH, poniendo énfasis en las obligaciones que a propósito de estos derechos tienen estas instituciones.

Un punto importante en orden a avanzar en la adopción de medidas nacionales para cumplir las obligaciones internacionales en materia de derecho humanitario lo han constituido el establecimiento de Comisiones Nacionales de Derecho Humanitario.

En el caso de Chile mediante Decreto Supremo de 31 de Agosto de 1994 se dispuso la creación de una comisión interministerial denominada “Comisión Nacional de Derecho Humanitario,” integrada por el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien la preside, y por representantes de los Ministerio del Interior, Defensa Nacional, Justicia, Educación y Salud. Cabe señalar que la Comisión acordó integrar a sus reuniones a la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería. 

Según mandato legal, corresponde a la Comisión estudiar y proponer a las autoridades competentes las medidas pertinentes para la aplicación efectiva de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales I y II de 1977, pudiendo a tal efecto elaborar proyectos de normas de orden legislativo o reglamentario que tengan por finalidad la aplicación de los aludidos instrumentos internacionales. Para el cumplimiento de sus funciones, la comisión está facultada para recabar información y asesoramiento de instituciones públicas y privadas relacionadas con la materia.

Entre los logros alcanzados cabe destacar la dictación de la Ley Nº 19.511, de 31  de julio de 1997, publicada en el Diario Oficial de fecha 3 de setiembre de ese mismo año, que modifica la Ley Nº 6.371, sobre “Protección al Emblema de la Cruz Roja”. El objetivo principal de esta iniciativa legal, es reafirmar la protección de dicho emblema, elevando la multa impuesta a su infracción, que había quedado completamente desactualizada, como asimismo, excluir  del antiguo texto las menciones a los Convenios de Ginebra de 1906 y 1929, por estar comprendidas en los Convenios de 1949 y, al mismo tiempo, actualizar su texto a estos últimos Convenios, dejándola vigente respecto de Convenios que puedan aprobarse a futuro sobre la misma materia. Además se adecuó su articulado a las disposiciones contenidas en los Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos Adicionales I y II de 1977.  

En el cumplimiento de sus objetivos, la Comisión ha tenido como preocupación fundamental y prioritaria la incorporación a nuestro derecho interno de las normas de los Convenios de Ginebra de 1949 y de sus Protocolos Adicionales de 1977. En esta materia el objetivo es elevar a las autoridades pertinentes una propuesta normativa al respecto. 

En las sesiones iniciales de la Comisión Nacional de Derecho Humanitario y luego de una exposición del Abogado Sr. José Zalaquett, actual integrante de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se analizó la metodología necesaria para abordar el trabajo de implementación de la normativa internacional que regula esta materia en el derecho interno, en particular en materia de represión de los crímenes de guerra.

Al respecto, hubo acuerdo en que esta labor debía cumplir las siguientes etapas:

· Comparar la tipología de los instrumentos internacionales con las de aquellas disposiciones del Código de Justicia Militar y del Código penal que pudieren existir sobre el tema.

· Confrontar la normativa internacional en materia internacional en relación a las disposiciones vigentes en la materia, con el objeto de detectar los vacíos e insuficiencias existentes en dicha legislación.

· Efectuar una propuesta normativa como corolario del trabajo anterior.

· Estudiar problemas particulares que se presentan en la aplicación de las referidas disposiciones internacionales.

A los efectos antes señalados, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de su Dirección de Asuntos Jurídicos preparó un documento, de los compromisos internacionales que obligan a Chile en la materia distinguiendo las normas que pueden ser aplicadas directamente de aquellas que precisan de un desarrollo normativo interno, distinguiendo en este último caso las que versan sobre materias de ley de las que son objeto de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo.

A su vez, el Ministerio de Justicia solicitó la colaboración del Departamento de Derecho Penal de la Universidad de Chile  con el objeto de analizar los nuevos tipos penales así como la legislación comparada, especialmente de Alemania y España. Se ha incluido en su análisis el Estatuto de la Corte Penal Internacional de julio de 1998. A la fecha se ha elaborado un anteproyecto de ley que incorpora al derecho interno los nuevos tipos penales derivados de los instrumentos  internacionales en referencia. Actualmente se está analizando con el Ministerio de Justicia la estrategia prelegislativa respecto de este anteproyecto. El tema ha estado ligado también a la tramitación en nuestro Congreso del estatuto de Roma sobre la Corte penal Internacional, el luego de haber sido aprobado en la Cámara de Diputados, ha sido objeto de un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, en el sentido que se requiere de una reforma constitucional previa a su aprobación parlamentaria. Actualmente de debate en nuestro Parlamento dicha reforma constitucional, lo que naturalmente demandará tiempo en lograr los consensos necesarios para aprobar dicha enmienda constitucional. Este escenario debe ser tomado en cuenta a la hora de determinar la oportunidad para debatir en nuestro parlamento la ley penal de implementación.

Igualmente y dentro del mismo ámbito, la Comisión analizó el estado de participación de Chile en los Tratados de DIH. Se observó que sólo la Convención de 1954, sobre “Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado” no registraba ninguna tramitación tendiente a obtener su aprobación legislativa y posterior adhesión. En los Archivos de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, se registra que –en su época- se objetó la adhesión  a esta Convención, porque implicaría la derogación tácita y parcial del Artículo 640 del Código Civil, que contempla la captura bélica como una forma de apropiación.

En la Reunión de los Estados Partes de la Convención en referencia, celebrada en noviembre de 1999,  se adoptó la Resolución de invitar a los Estados que aún no eran Partes de la Convención de 1954 a adherirse a ella. La Comisión que presido, acordó que los representantes de los Ministerios de Educación, Defensa y Justicia, consultaran con sus respectivas Instituciones el texto de la Convención, a fin de determinar si existe alguna objeción que impida a Chile adherirse a ella. De conformidad a las respuestas recibidas no habría inconveniente para ello. Por lo tanto, se acordará su envío al Congreso Nacional.

Otra área fundamental es la difusión del Derecho Humanitario, siendo las distintas ramas de las Fuerzas Armadas, a través de las respectivas Academias de Guerra, las más directamente vinculadas con su aplicación. De acuerdo a lo informado  a esta Comisión, esta disciplina se ha incorporado a los planes de estudio de las Academias aludidas y en la Escuela Militar se imparte un curso sobre Derechos Humanos. Este tema de la difusión, conocimiento y debida comprensión  de las reglas del DIH nos parece de capital importancia para su aplicación. De nada serviría dictar cátedra sobre el derecho humanitario si estas normas no se aplicaran en la práctica por sus destinatarios, especialmente por las Fuerzas Armadas, instituciones, por definición, preparadas para enfrentar escenarios de conflicto bélico. En este sentido es de destacar la invitación que el Estado Mayor de la Defensa nacional formuló a los miembros de la Comisión Nacional para presenciar un Juego Guerra, a los efectos de conocer de que manera la variable humanitaria participa en las decisiones bélicas de las Fuerzas Armadas de nuestro país.

En el ámbito educacional se ha intentado incorporar este tema en el curriculum escolar. El Ministerio de Educación ha señalado que no obstante no existir una referencia directa al DIH en los objetivos fundamentales y contenidos mínimos obligatorios de la enseñanza básica, se consideran temáticas vinculadas a este tipo de derechos, como el respeto y cultivo de los derechos humanos, el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, la educación para la paz, el fortalecimiento de la convivencia democrática, entre otros. El 19 de Agosto de 1999 el Ministerio de Educación celebró el “Día Escolar por la Paz y la No Violencia”, incorporando la temática del DIH. A su vez la Cruz roja Internacional hizo entrega del Ministerio de Educación de 120.000 ejemplares de material educativo, dirigido especialmente a los Profesores. La Cruz Roja Chilena, por su parte, en la última semana de noviembre de primera de diciembre de 2001, impartió un Curso de Capacitación a Profesores del Ministerio de Educación sobre DIH.

La Comisión, en el marco de sus tareas, mantiene una permanente coordinación y colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, especialmente a través de la Delegación Regional para Argentina, Bolivia, Chile Paraguay y el Uruguay.

En octubre de 2001, se envió a solicitud de la CIRC, un completo informe sobre el estado de aplicación del DIH en Chile y la participación de la Comisión en esta tarea. El Comité otorga el carácter de “reservada” a la información entregada. El documento conjuntamente con la información recibida del resto de los países latinoamericanos, se tuvo a la vista en la Segunda Reunión de Asesores Jurídicos del Servicio de Asesoramiento de DIH del CIRC, que se celebró en Ciudad de México en el mes de noviembre de 2001. El Servicio aludido, a través de los juristas de su sede en Ginebra y de los Asesores Jurídicos de las Delegaciones Regionales, colaboran en las actividades que desarrollan las Comisiones Nacionales de Aplicación del DIH.

En otro orden de actividades, la Comisión – a fin de compartir experiencias e implementar un mecanismo de cooperación, mantiene contactos con la Comisión Nacional de Aplicación del Derecho  Humanitario de Argentina. A estos efectos se han realizado ya dos encuentros entre ambas Comisiones Nacionales. El primero en 1997 en Buenos Aires y el segundo en 1999 en Santiago. En el acta Final de estas reuniones constan los acuerdos alcanzados que priorizan el mantenimiento de un efectivo intercambio de información, tanto de las actividades que desarrollan ambas Comisiones, como información técnico legislativa sobre el seguimiento de los proyectos de ley para la aplicación del DIH.

Asimismo, durante el año en curso, la Comisión – en el ámbito de la CIRC- ha participado en la “Reunión de Representantes de las Comisiones Nacionales de DIH”, celebrada en Ginebra, Suiza entre los días 25 al 27 de marzo de 2002  y en la Primera Reunión Latinoamericana sobre el DIH y la protección de los Bienes Culturales”, celebrada en Lima, Perú entre los días 14 y 15 de mayo pasado.  A la primera de ellas, asistió el Representante del Ministerio de Defensa y a la segunda la Representante del Ministerio de Educación.

En síntesis, el establecimiento de esta Comisión Nacional de Derecho Humanitario ha  servido como una instancia de coordinación entre las distintas agencias estatales más directamente vinculadas a la temática del DIH y ha permitido realizar una seguimiento periódico de las actividades de implementación del DIH a nivel nacional.

